
  REVISIÓN ADMINISTRATIVA 
Ciudad de México, a ______ de ________ de ________.
     (Lugar y fecha de elaboración del escrito)
TITULAR DE LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DE ________________________________________ (Indicar la Administración, Coordinación, Dirección, Gerencia o Subdelegación; según sea la autoridad competente)

(Señalar el domicilio de la autoridad).
P R E S E N T E.
_________________________________, representante legal de _____________________, la cual tributa ante el Registro Federal de Contribuyentes ______________ (escribir el RFC), personalidad que acredito en términos del Instrumento Notarial Número ________ pasado ante la fe del Notario Público Número ________ (Anotar el número de notario, nombre y lugar de circunscripción); con domicilio fiscal ubicado en Calle ________ número ________, Colonia ________, Delegación ________, C.P. ________, Ciudad de México, (anotar el domicilio fiscal del contribuyente tal como lo tiene registrado en el SAT); señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones y documentos el ubicado en __________________________, autorizando para conocer del presente asunto a _______________________________; con el debido respeto comparezco y expongo:

Con fundamento en los artículos 1° y 8° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 36, tercer párrafo del Código Fiscal de la Federación; así como la fracción XX, del artículo 11 del Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria (actualizar el fundamento legal aplicable según la autoridad competente o superior jerárquico del emisor de la resolución que se solicita su revisión); SOLICITO LA REVISIÓN ADMINISTRATIVA de la resolución contenida en el oficio número ________ de fecha ________ (asentar la fecha de la resolución), emitida por la ________ (mencionar la autoridad que emitió el acto), por el cual ________ (indicar el origen y motivo de la determinación, así como los conceptos y periodos en su caso).  
Una vez manifestado lo anterior, procedo a narrar los siguientes:

ANTECEDENTES
1. Mi representada es una persona moral que se encuentra inscrita en el Registro Federal de Contribuyentes, cuyo objeto social es ________.

2. El ________, mi representada presentó la Declaración Provisional o Definitiva de Impuestos Federales correspondiente al periodo de ________, por medio de la cual declaró, entre otras contribuciones, retenciones de Impuesto al Valor Agregado en cantidad de $________.

3. El ________, mi representada presentó Declaración Informativa de Operaciones con Terceros, por medio de la cual se declaró por error, un total de Impuesto al Valor Agregado Retenido por la cantidad de $________.

4. En fecha ________, le fue notificada a mi representada a través del buzón tributario la resolución provisional contenida en el oficio número ________ de fecha ________, emitida por la ________, a través de la cual le inició el procedimiento de fiscalización establecido en los artículos 42, fracción IX y 53-B del Código Fiscal de la Federación, en materia de Impuesto al Valor Agregado en su carácter de Retenedor, por el periodo fiscal comprendido del ________ al ________, otorgándole un plazo de 15 días a efecto de que manifestara lo que a derecho correspondiera, y en su caso, proporcionara la información y documentación con la cual desvirtuara los hechos y posibles irregularidades, o bien indicara si los aceptaba y optaba por corregir su situación fiscal dentro de dicho plazo mediante el pago de las contribuciones omitidas y sus respectivos accesorios, gozando en este caso del beneficio de pagar la multa reducida.

5. Asimismo, el ________, se me notificó el oficio de preliquidación número ________ de fecha ________, emitida por la autoridad fiscalizadora citada en el párrafo que antecede. 

6. Transcurrido el término de 15 días señalado en el numeral 4 anterior, el ________, le fue notificada a mi representada a través de buzón tributario la resolución definitiva contenida en el oficio número ________ de fecha ________, emitida por ________, por el cual se le determinó un crédito fiscal por concepto de Impuesto al Valor Agregado omitido en su carácter de Retenedor, actualización, recargos, multas y agravantes, por la cantidad total de $________.

7. Derivado de lo anterior, el ________ mi representada promovió Recurso de Revocación en línea en contra de la resolución descrita en el párrafo que antecede; sin embargo, mediante resolución del ________, la ________, emitió resolución con número de oficio ________, desechando el Recurso de Revocación por extemporáneo.

8. Dado lo anterior, el ________, mi representada presentó Declaración Informativa de Operaciones con Terceros complementaria, por la cual corrige el rubro de Impuesto al Valor Agregado retenido, declarando un total de $________.

9. El ________, en representación de la persona moral ________, acudí a la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente, a fin de solicitar los servicios que otorga la Dirección General de Quejas y Reclamaciones, misma que solicitó a la ________, informara en un término de 3 días hábiles lo siguiente:

a) INDIQUE los datos de los contribuyentes que manifestaron haber realizado operaciones comerciales con la contribuyente quejosa, a través de las Declaraciones Informativas de Operaciones con Terceros en el periodo de ________ y, EXHIBA copia de las declaraciones relacionadas.
b) SEÑALE el estado procesal que guarda el Procedimiento Administrativo de Ejecución iniciado con motivo del crédito fiscal determinado a la quejosa mediante el ________ de ________ y REMITA copia de los actos de cobro correspondientes.
10. En fecha ________, la ________, rindió el informe correspondiente a través del oficio número ________ de ________, en los términos siguientes: 

Al respecto, en cuanto a lo requerido en el inciso a), se informa que, de conformidad con el artículo 63 del Código Fiscal de la federación, esta Autoridad recaudadora realizó la consulta a los sistemas Institucionales con que cuenta el Servicio de Administración Tributaria, de los cuales se advierte que dentro de la circunscripción de esta ________, no existen contribuyentes que hayan manifestado haber realizado operaciones comerciales con la quejosa ________,  a través de la Declaración Informativa de Operaciones con Terceros, respecto del periodo de ________.

En cuanto a lo solicitado en el inciso b), se informa que esta Autoridad se encuentra imposibilitada en proporcionar lo solicitado toda vez que la resolución contenida en el oficio número ________, de ________, no es controlada por esta Administración, asimismo se informa que el domicilio fiscal del contribuyente ________, se encuentra dentro de la circunscripción de la ________.

En virtud de lo expuesto, manifiesto que la resolución contenida en el oficio número ________ de ________, emitida por la ________, por el cual se determinó un crédito fiscal por concepto de Impuesto al Valor Agregado omitido en su carácter de Retenedor, actualización, recargos, multas y agravantes, por la cantidad total de $________, cumple con los extremos requeridos previstos en el párrafo tercero, del artículo 36 del Código Fiscal de la Federación, por lo que resulta procedente la presente revisión administrativa.
Precisados los antecedentes, enseguida se exponen las consideraciones en las que se apoya la presente petición.

CONSIDERACIONES

PRIMERA. Resulta ilegal la resolución contenida en el oficio número ________, emitida por ________, a través de la cual impuso a mi representada un crédito fiscal por concepto de Impuesto al Valor Agregado omitido en su carácter de Retenedor, actualización, recargos, multas y agravantes, por la cantidad total de $________, pues violó en perjuicio de mi representada lo dispuesto por el artículo 38, fracción IV del Código Fiscal de la Federación en relación con el diverso 16 Constitucional, en virtud de que los hechos que la motivaron fueron distintos.

Lo anterior se dice, toda vez que los motivos que tuvo la Autoridad Fiscalizadora para determinarle a mi representada un crédito fiscal en cantidad de $________, fue que de la revisión que realizó a los registros de las diversas declaraciones presentadas por mi representada correspondiente a retenciones por concepto de ________, del periodo del ________ al ________, en el que se manifestó lo siguiente:

	DETALLE DEL PAGO IVA RETENIDO

	MES
	EJERCICIO
	NUM. OPERACIÓN
	FECHA
	IMPORTE A CARGO

	________
	___________
	_____________________
	____________
	$__________________


Asimismo, que del análisis efectuado a la Declaración Informativa de Operaciones con Terceros por mi representada, conoció que efectuó retenciones por concepto de ________ por ________, en cantidad de $________, tal y como se muestra en la siguiente tabla:

	DECLARACIÓN INFORMATIVA DE OPERACIONES CON TERCEROS

	MES
	EJERCICIO
	NUM. OPERACIÓN
	FECHA
	TOTAL DE IVA RETENIDO AL CONTRIBUYENTE

	________
	___________
	_____________________
	____________
	$___________________


Por lo que la Autoridad Fiscalizadora señaló advertir la probable omisión en el entero de las retenciones en cantidad de $________, de la siguiente forma:

	Periodo del Impuesto al Valor Agregado Retenido
	Monto manifestado en Declaración Informativa de Operaciones con Terceros 
	Total correspondiente a los montos manifestados en las últimas declaraciones mensuales
	Diferencia 

	______________________
	$______________
	$_________________
	$_________________


Ahora bien, al respecto manifiesto que mi representada nunca realizó operación alguna que implicara la retención del Impuesto al Valor Agregado en cantidad de $________, pues en el periodo de ________ únicamente se realizaron dos retenciones de ________, la primera por concepto de ________ y, la segunda por concepto de ________, tal y como se observa del desglose de los Comprobantes Fiscales en la siguiente tabla:

	FECHA
	FOLIO FISCAL
	CONTRIBUYENTE
	RFC

	________
	________________
	________________
	________________

	________
	________________
	________________
	________________


Por lo que, resulta ilegal que la autoridad fiscalizadora haya impuesto a mi representada un crédito fiscal en cantidad de $________, basándose en el argumento de que existe una diferencia de la cantidad declarada por concepto de ________ retenido en la Declaración mensual normal correspondiente al mes de ________ de ________, presentada el ________, y en la Declaración Informativa de Operaciones con Terceros, correspondiente al mes de ________ de ________, presentada el ________, en cantidad de $________, pues claramente de los comprobantes fiscales se desprende que mi representada únicamente realizó retenciones por concepto de IVA en cantidad total de $________.

Asimismo, si bien mi representada presentó la Declaración Informativa de Operaciones con Terceros correspondiente al mes de ________ de ________, manifestando un total de IVA retenido al contribuyente en cantidad de $________, lo cierto es que no realizó operaciones comerciales con proveedores que implicaran la retención de IVA bajo ese monto, robusteciendo tal aseveración lo manifestado en el informe de quejas rendido por la ________, mediante oficio ________ del ________:
“Al respecto, en cuanto a lo requerido en el inciso a), se informa que, de conformidad con el artículo 63 del Código Fiscal de la Federación, ésta autoridad recaudadora realizó la consulta a los sistemas institucionales con que cuenta el Servicio de Administración Tributaria, de los cuales se advierte que dentro de la circunscripción de ésta ________, no existen contribuyentes que hayan manifestado haber realizado operaciones comerciales con la quejosa ________, a través de la Declaración Informativa de Operaciones con Terceros, respecto del mes de ________ de ________.”

Por lo anterior, se llega a la conclusión que la autoridad fiscal al emitir la resolución determinante del crédito fiscal a que nos hemos venido refiriendo, omitió considerar la totalidad real de los actos realizados en el mes de ________ de ________, por los cuales mi representada tuvo la obligación de realizar la retención del Impuesto al Valor Agregado, ya que de acuerdo a los comprobantes fiscales que amparan las operaciones no es coincidente la información aportada en la Declaración Informativa de Operaciones con Terceros, pues para que sea procedente el pago de la cantidad de $________ por concepto de Retención de Impuesto al Valor Agregado, la contribuyente debió haber reportado erogaciones en dicha declaración por la cantidad de $________.   

Por lo que, se solicita a esa H. Autoridad tome en cuenta la realidad fáctica de mi representada, y proceda a revocar la resolución contenida en el oficio número ________ de fecha ________, emitida por la ________, pues como se señaló en los hechos del presente ocurso, en específico el contenido en el numeral ________, al momento del llenado de la Declaración Informativa de Operaciones con Terceros, correspondiente al mes de ________ de ________, por error se declaró un total de Impuesto al Valor Agregado Retenido por la cantidad de $________, mismo que fue solventado mediante Declaración complementaria presentada el ________, siendo que en el mes que nos ocupa únicamente realizó retenciones por concepto de Impuesto al Valor Agregado en cantidad de $________, que corresponde al monto que pagó en la declaración mensual de ________ de ________. 

SEGUNDA. Resulta ilegal la resolución contenida en el oficio número ________ de ________, emitida por la ________________, a través de la cual impuso a mi representada un crédito fiscal por concepto de Impuesto al Valor Agregado en su carácter de Retenedor Histórico Omitido, Actualización, Recargos, Multa de Fondo y Agravante, por la cantidad total de $________, pues violó en perjuicio de mi representada lo dispuesto por el artículo 38, fracción IV del Código Fiscal de la Federación en relación con el diverso 16 Constitucional, en virtud de que la autoridad tenía a su alcance medios para verificar con exactitud que las operaciones que se conocieron con motivo de la revisión electrónica se hubieran efectivamente realizado.

Se dice lo anterior, pues la autoridad fiscal se limitó a determinar los ingresos omitidos con base en únicamente la declaración informativa y su declaración normal presentadas los días ________________, las cuales conoció tan sólo a través de las bases de datos del SAT.

Ahora bien, aun cuando dichas documentales gozan de cierta presunción de certeza, de ninguna manera pueden constituir una prueba fehaciente indubitable de las operaciones realizadas, ni tampoco pueden servir de pretexto para que la autoridad revisora, en acatamiento estricto al debido proceso, no hubiera llevado a cabo las compulsas con esos terceros a que se refiere el artículo 42, fracción III, del Código Fiscal de la Federación, en el ejercicio de sus facultades de comprobación.

De esta forma, la mera consideración de las bases o sistemas informativos del SAT, no pueden considerarse una prueba contundente y menos para acreditar de manera fehaciente actos o actividades con terceros que el contribuyente niega expresamente, pues no debe perderse de vista que el artículo 63 del Código Fiscal de la Federación señala que esa información podrá ser utilizada para motivar las resoluciones de las autoridades fiscales, no así que constituya prueba plena, definitiva y eficaz que sea base y sustento para la emisión de dichos actos; lo que en todo caso significa que se trata de un elemento que necesariamente debe adminicularse con otros y, en específico, con el medio efectivamente idóneo de comprobación de hechos con terceros, prevista en el citado artículo 42, fracción III, que es la revisión o compulsa de información o documentos.

Robustece lo anterior por analogía el Criterio Sustantivo 16/2014/CTN/CS-SPDC, emitido por la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente aprobado en la 8va. Sesión Ordinaria el día 29 de agosto de 2014, el cual a la letra dice:

CRÉDITOS FISCALES. ES INCORRECTO QUE PARA SU DETERMINACIÓN LA AUTORIDAD SE BASE ÚNICAMENTE EN DECLARACIONES INFORMATIVAS DE TERCEROS. Esta Procuraduría estima que las bases o sistemas informativos de las autoridades fiscales pueden servir para motivar las resoluciones de la autoridad, en términos del artículo 63 del Código Fiscal de la Federación, sin embargo no pueden considerarse una prueba plena para acreditar de manera fehaciente actos o actividades con terceros que el contribuyente fiscalizado haya negado lisa y llanamente haber realizado, por lo que tratándose de declaraciones informativas éstas sólo son un elemento que debe adminicularse con otros, máxime que la autoridad tiene a su alcance medios para verificar con exactitud que las operaciones reportadas en tales declaraciones se hubieran realizado, como lo es la compulsa prevista en el artículo 42, fracción III, del referido Código Tributario. Actuar en forma contraria deja en estado de indefensión al contribuyente, pues ante la negativa de los hechos por parte de éste, arroja la carga de la prueba a la autoridad.

En atención al criterio en cita, resulta indebido e ilegal que la autoridad fiscal únicamente se haya basado en la información contenida en la Declaración Informativa de Operaciones con Terceros presentada por mi representada, ya que la misma no hace prueba plena para acreditar de manera fehaciente actos o actividades con terceros, pues si bien es un elemento que la autoridad fiscal le puede servir para motivar sus resoluciones, la misma necesariamente debe adminicularse con otros medios de convicción, máxime que la autoridad fiscal tiene otros medios a su alcance para verificar con exactitud que las operaciones reportadas en las declaraciones informativas efectivamente se hubiera realizado, tal es el caso como la compulsa de documentos prevista por el artículo 42, fracción III del Código Fiscal de la Federación, actuación que nunca se llevó a cabo.  

TERCERA. Es ilegal la resolución contenida en el oficio número ________ de ________, emitida por ________, a través de la cual determinó a mi representada un crédito fiscal en cantidad de $________, por concepto de Impuesto al Valor Agregado en su carácter de Retenedor, actualizaciones, recargos, multas y agravantes, derivado de una revisión electrónica correspondiente al pago del citado impuesto a que está afecto como sujeto directo, por el periodo fiscal comprendido del ________ al ________, en virtud de que las facultades de dicha autoridad fiscalizadora CADUCARON para emitirla.   
Se dice lo anterior, ya que la autoridad fue omisa en emitir y notificar la resolución contenida en el oficio número ________ de ________, dentro del plazo de 40 días hábiles con el que contaba para tal efecto, tal como lo establece el artículo 53-B, fracción IV, inciso a) del Código Fiscal de la Federación, precepto legal que es del tenor siguiente: 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN

Artículo 53-B. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 42, fracción IX de este Código, las revisiones electrónicas se realizarán conforme a lo siguiente: 

I. Con base en la información y documentación que obre en su poder, las autoridades fiscales darán a conocer los hechos que deriven en la omisión de contribuciones y aprovechamientos o en la comisión de otras irregularidades, a través de una resolución provisional a la cual, en su caso, se le podrá acompañar un oficio de preliquidación, cuando los hechos consignados sugieran el pago de algún crédito fiscal. 

II. En la resolución provisional se le requerirá al contribuyente, responsable solidario o tercero, para que en un plazo de quince días siguientes a la notificación de la citada resolución, manifieste lo que a su derecho convenga y proporcione la información y documentación, tendiente a desvirtuar las irregularidades o acreditar el pago de las contribuciones o aprovechamientos consignados en la resolución provisional. 

 

En caso de que el contribuyente acepte los hechos e irregularidades contenidos en la resolución provisional y el oficio de preliquidación, podrá optar por corregir su situación fiscal dentro del plazo señalado en el párrafo que antecede, mediante el pago total de las contribuciones y aprovechamientos omitidos, junto con sus accesorios, en los términos contenidos en el oficio de preliquidación, en cuyo caso, gozará del beneficio de pagar una multa equivalente al 20% de las contribuciones omitidas. 

III. Una vez recibidas y analizadas las pruebas aportadas por el contribuyente, dentro de los diez días siguientes a aquél en que venza el plazo previsto en la fracción II de este artículo, si la autoridad fiscal identifica elementos adicionales que deban ser verificados, podrá actuar indistintamente conforme a cualquiera de los siguientes procedimientos: 

a) Efectuará un segundo requerimiento al contribuyente, el cual deberá ser atendido dentro del plazo de diez días siguientes a partir de la notificación del segundo requerimiento. 

b) Solicitará información y documentación de un tercero, situación que deberá notificársele al contribuyente dentro de los diez días siguientes a la solicitud de la información. 

El tercero deberá atender la solicitud dentro de los diez días siguientes a la notificación del requerimiento; la información y documentación que aporte el tercero deberá darse a conocer al contribuyente dentro de los diez días siguientes a aquel en que el tercero la haya aportado; para lo cual el contribuyente contará con un plazo de diez días contados a partir de que le sea notificada la información adicional del tercero para manifestar lo que a su derecho convenga.

 

IV. La autoridad contará con un plazo máximo de cuarenta días para la emisión y notificación de la resolución con base en la información y documentación con que se cuente en el expediente. El cómputo de este plazo, según sea el caso, iniciará a partir de que: 

a) Haya vencido el plazo previsto en la fracción II de este artículo o, en su caso, se hayan desahogado las pruebas ofrecidas por el contribuyente;

b) Haya vencido el plazo previsto en la fracción III, inciso a) de este artículo o, en su caso, se hayan desahogado las pruebas ofrecidas por el contribuyente, o

c) Haya vencido el plazo de 10 días previsto en la fracción III, inciso b) de este artículo para que el contribuyente manifieste lo que a su derecho convenga respecto de la información o documentación aportada por el tercero.

Concluidos los plazos otorgados a los contribuyentes para hacer valer lo que a su derecho convenga respecto de los hechos u omisiones dados a conocer durante el desarrollo de las facultades de comprobación a que se refiere la fracción IX del artículo 42 de este Código, se tendrá por perdido el derecho para realizarlo. 

 

Los actos y resoluciones administrativos, así como las promociones de los contribuyentes a que se refiere este artículo, se notificarán y presentarán en documentos digitales a través del buzón tributario. 

 

Las autoridades fiscales deberán concluir el procedimiento de revisión electrónica a que se refiere este artículo dentro de un plazo máximo de seis meses contados a partir de la notificación de la resolución provisional, excepto en materia de comercio exterior, en cuyo caso el plazo no podrá exceder de dos años, en aquellos casos en que se haya solicitado una compulsa internacional. El plazo para concluir el procedimiento de revisión electrónica a que se refiere este párrafo se suspenderá en los casos señalados en las fracciones I, II, III, V y VI y penúltimo párrafo del artículo 46-A de este Código.
 (Énfasis Añadido)
Del precepto legal previamente reproducido, se desprende medularmente que las autoridades fiscales, en caso de las revisiones electrónicas con base en la información y documentación que obre en su poder, darán a conocer los hechos que deriven en la omisión de contribuciones y aprovechamientos o en la comisión de otras irregularidades, a través de una resolución provisional, en la cual se le requerirá al contribuyente, responsable solidario o tercero, para que en un plazo de quince días siguientes a la notificación de la citada resolución, manifieste lo que a su derecho convenga y proporcione la información y documentación, tendiente a desvirtuar las irregularidades o acreditar el pago de las contribuciones o aprovechamientos consignados en la resolución provisional, por lo que una vez fenecido dicho término la autoridad contará con un plazo máximo de cuarenta días para la emisión y notificación de la resolución con base en la información que se cuente en el expediente.

Es así, que podemos afirmar que el acto de autoridad que se solicita sea revisada por esa superioridad, es ilegal en atención a que la resolución que puso fin al procedimiento de revisión electrónica, NO fue notificada dentro del plazo de cuarenta días que prevé de manera específica el artículo 53-B, fracción IV, inciso a) del Código Fiscal de la Federación, motivo por el cual es claro que las actuaciones de la autoridad fiscal son ilegales y violatorios a los derechos de la contribuyente. 

Lo anterior se sostiene, en atención a que mediante resolución provisional con número de oficio ________ de ________, se le dio a conocer a mi representada los hechos y posibles irregularidades que pudiera entrañar un incumplimiento en el pago de contribuciones; otorgándole un término de 15 días a fin de que manifestara lo que a su derecho conviniera y proporcionara la información y documentación tendiente a desvirtuar dichos hechos, por lo que si dicha resolución provisional fue notificada el ________, surtiendo sus efectos el día siguiente ________, se tiene que el plazo para tales efectos transcurrió del ________ al ________, descontándose los días ________, por ser éstos inhábiles. 

En ese sentido, el plazo de cuarenta días con el que contaba la autoridad para emitir y notificar su resolución definitiva, inició el ________, feneciendo de conformidad con lo previsto en el artículo 53-B, fracción IV, inciso a) del Código Fiscal de la Federación, el día ________, no obstante le fue notificada a mi representada hasta el ________, a través del buzón tributario.
En efecto, el plazo para computar el término de cuarenta días para emitir la resolución definitiva que establece el artículo 53-B, fracción IV, inciso a) del Código Fiscal de la Federación, será contado entre otros supuestos a partir de la fecha en que haya fenecido el plazo para la presentación del escrito de pruebas y manifestaciones; por lo que si en la Resolución Provisional, se le dio plazo de quince días a mi mandante para que manifestara lo que a su derecho conviniera, así como para que presentara documentación, y se le tuvo por legalmente notificada el ________, resulta evidente que mi representada tenía hasta el día ________ para presentar los mismos.

Siendo así evidente que el plazo de cuarenta días a que se refiere el artículo 53-B del Código Fiscal de la Federación, en el presente caso se contabilizó de la siguiente manera:

	NOTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN PROVISIONAL
	SURTE EFECTOS
	PLAZO DE 15 DÍAS PARA PRESENTAR PRUEBAS
	PLAZO DE 40 DÍAS PARA EMITIR RESOLUCIÓN DEFINITIVA
	NOTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA.

	________
	________
	________
	________
	________


Sin que sea óbice a lo anterior, que aun cuando el artículo 53-B del Código Fiscal de la Federación, no establezca una sanción expresa para el caso de que la autoridad no dé cumplimiento dentro del plazo previsto en la fracción IV, del artículo 53-B, del Código Fiscal de la Federación, tal ilegalidad sí ocasiona la revocación lisa y llana de la resolución revisada, ya que estimar lo contrario implicaría que las autoridades dentro del procedimiento de revisión electrónica en términos del artículo 53-B del Código Fiscal de la Federal, pudieran emitir las resoluciones definitivas excediendo el plazo máximo de 40 días a que se refiere la fracción IV de dicho numeral, bajo el ineficaz argumento de que cuentan con seis meses para concluir el procedimiento, es decir, se dejaría en estado de indefensión al contribuyente respecto de la definición de una situación incierta que le afecta en su esfera jurídica, pues quedaría al arbitrio de la autoridad la temporalidad en la emisión de la resolución correspondiente, no obstante de que existe precepto legal que establece el plazo en que la autoridad fiscalizadora debe emitir y notificar al contribuyente la resolución definitiva dentro del procedimiento de revisión electrónica.

En efecto, aun y cuando la autoridad cuente con un plazo máximo de seis meses para concluir el procedimiento de revisión electrónica, contados a partir de la notificación de la resolución provisional, tal circunstancia no la exime de dar debido cumplimiento a las formalidades esenciales del procedimiento de revisión electrónica, como lo es la consistente en emitir y notificar la resolución definitiva contenida en el oficio número ________ de ________, dentro del plazo de 40 días hábiles, establecido en el artículo 53-B, fracción IV, del Código Fiscal de la Federación.

Ello es así, pues si bien es cierto las autoridades fiscales deberán concluir el procedimiento de revisión electrónica a que se refiere el artículo 53-B del Código Fiscal de la Federación, dentro de un plazo máximo de seis meses contados a partir de la notificación de la resolución provisional, no menos es cierto que la emisión y notificación de la resolución definitiva se sujeta a un plazo distinto al de seis meses, esto es, a un plazo máximo de 40 días previsto en la fracción IV del artículo 53-B del Código Fiscal de la Federación, el cual debe cumplirse invariablemente por las autoridades fiscalizadoras dentro del procedimiento de revisión electrónica, pues resulta ineficaz el argumento de que cuentan con seis meses para concluir la revisión electrónica, lo que se insiste es violatorio al derecho humano de seguridad jurídica prevista en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues es la fracción IV del artículo 53-B del Código Fiscal de la Federación que establece expresamente el límite temporal con el que cuenta la autoridad para la EMISIÓN y NOTIFICACIÓN de la resolución definitiva, temporalidad que no respetó la autoridad fiscalizadora al momento de emitir el crédito fiscal determinado dentro de la resolución que se solicita su revisión, motivo por el cual SÍ existe una afectación a la esfera jurídica de mi representada, en tanto que la autoridad violó las formalidades esenciales del procedimiento de revisión electrónica previsto en el artículo 53-B del Código Fiscal de la Federación.  

Robustece lo anterior por analogía la siguiente jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

Época: Décima Época, Registro: 2012941, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 35, Octubre de 2016, Tomo I, Materia(s): Constitucional, Tesis: 2a./J. 153/2016 (10a.), Página: 729 

REVISIÓN ELECTRÓNICA. LOS ARTÍCULOS 42, FRACCIÓN IX Y 53-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LA PREVÉN, NO VIOLAN LOS DERECHOS A LA LEGALIDAD Y A LA SEGURIDAD JURÍDICA. El legislador respeta los precitados derechos cuando las normas que facultan a las autoridades para actuar en un determinado sentido, encauzan el ámbito de esa actuación, a fin de que, por un lado, el gobernado conozca las consecuencias jurídicas de los actos que realice y, por otro, que el actuar de la autoridad se encuentre limitado y acotado, de manera que la posible afectación a la esfera jurídica de los gobernados no resulte de un actuar caprichoso o arbitrario de aquélla. En ese contexto, los aludidos preceptos legales no violan los derechos a la legalidad y a la seguridad jurídica, ya que de su análisis se advierte que, tratándose de la revisión electrónica, el procedimiento de fiscalización inicia con la notificación de la resolución provisional, en la que deberán precisarse los rubros o conceptos específicos que serán objeto de revisión a partir de los hechos u omisiones advertidos con base en el análisis de la información en su poder y, en su caso, la preliquidación de las contribuciones omitidas; y culmina con la notificación de la resolución definitiva, lo que deberá realizarse dentro de los 40 días siguientes al en que se reciban las pruebas del contribuyente o se desahogue la pericial, o bien, a partir de que se reciba la información solicitada a terceros, lo que deberá realizarse en los plazos previstos para esos efectos. Lo anterior, en la inteligencia de que la resolución provisional deberá constar en documento escrito -impreso o digital- y precisar la fecha y lugar de su emisión, así como la autoridad que lo emite y la persona a la que se dirige, acorde con los artículos 38 y 134 del Código Fiscal de la Federación.
Tesis de jurisprudencia 153/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 31 de octubre de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

(Énfasis Añadido)

Al respecto y a fin de fortalecer lo hasta aquí argumentado, resultan aplicables por analogía los siguientes criterios emitidos tanto por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como por los Tribunales Colegiados, cuyos datos de identificación y contenido son del tenor siguiente:

Registro No. 178942, Localización: Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXI, Marzo de 2005, Página: 1196, Tesis: I.13o.A.107 A, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA ADUANERA. LA RESOLUCIÓN DICTADA EN ÉSTE Y NOTIFICADA FUERA DEL TÉRMINO DE CUATRO MESES QUE CONCEDE EL ARTÍCULO 153 DE LA LEY ADUANERA, VIOLA LA GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA TUTELADA POR EL ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL.  La Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 140/2002, de rubro: "PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA ADUANERA. LA EMISIÓN DE LA RESOLUCIÓN QUE RECAIGA A ÉSTE, FUERA DEL PLAZO DE CUATRO MESES, PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 155 DE LA LEY ADUANERA VIGENTE EN 1996 Y 153, TERCER PÁRRAFO, DEL MISMO ORDENAMIENTO, VIGENTE EN 1999 Y EN 2000, CONDUCE A DECLARAR SU NULIDAD LISA Y LLANA.", sostuvo el criterio de que en atención al principio de seguridad jurídica tutelado por el artículo 16 constitucional, debe estimarse que las actividades de verificación fiscal no son ilimitadas con el propósito de no dejar en absoluto estado de indefensión al gobernado, toda vez que su ejercicio no puede ser indefinido; de ahí que por razones análogas, si el artículo 153 de la Ley Aduanera hace referencia expresa a que tratándose de un procedimiento administrativo en materia aduanera, las autoridades deben resolver sobre la situación fiscal del gobernado en un plazo que no excederá de cuatro meses a partir de que se levante el acta a que se refiere el artículo 150 del citado ordenamiento, así deberán proceder pues, de lo contrario, se dejaría en estado de indefensión al contribuyente respecto de la definición de una situación incierta que le afecta en su esfera jurídica. Luego, conforme al citado artículo 153, tratándose de los casos del reconocimiento aduanero, del segundo reconocimiento, de la verificación de mercancías y transporte, de la revisión de documentos presentados durante el despacho o del ejercicio de las facultades de comprobación en que proceda la determinación de contribuciones omitidas, cuotas compensatorias y, en su caso, la imposición de sanciones, así como tratándose de los casos en que el interesado no desvirtúe mediante pruebas documentales los hechos y circunstancias que motivaron el inicio del procedimiento administrativo en materia aduanera, así como cuando ofrezca pruebas distintas, las autoridades deberán dictar la resolución correspondiente en un plazo que no excederá de cuatro meses. En tales condiciones, si no queda al arbitrio de la autoridad aduanera la temporalidad en la expedición de la resolución correspondiente, ya que el numeral 153 en comento, expresamente señala el plazo con que cuenta la autoridad para determinar la situación fiscal, a saber, cuatro meses, es evidente que si ésta no se notifica dentro de ese término al afectado, se desconoce si efectivamente se pronunció dentro del plazo legal que la ley concede. Lo anterior es así, porque la sola determinación de la situación fiscal ante la necesidad de efectuarlo dentro de un plazo improrrogable de cuatro meses, si no se notifica al afectado durante ese tiempo, se presume que se pronunció extemporáneamente debido a que si se permitiera a la autoridad aduanera notificarla fuera de ese tiempo se llegaría al extremo de aceptar el solo dicho del fisco, en el sentido de que dictó la resolución definitiva dentro del término de cuatro meses, porque en ella aparece una fecha que coincide con ese plazo, sin necesidad de demostrar que efectivamente la dictó en el término legal, al permitir fecharla convenientemente aunque no la pronuncie oportunamente, ya que podrá notificarla sin límite de tiempo, lo cual es ilegal, porque no existe certeza de que la pronunció dentro del término que la ley concede y, por tanto, se autorizaría una práctica viciosa en perjuicio del particular, en atención a que la resolución definitiva se pronunciaría sin respetar el término legal, violándose así la garantía de seguridad jurídica que tutela el artículo 16 constitucional.

DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Revisión fiscal 116/2003. Administrador Local Jurídico del Oriente del Distrito Federal, en representación del Secretario de Hacienda y Crédito Público, del Presidente del Servicio de Administración Tributaria y de las autoridades demandadas. 29 de abril de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Rosalba Becerril Velázquez. Secretario: Raymundo Valtierra Nieves.

Nota: La tesis 2a./J. 140/2002 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVI, diciembre de 2002, página 247.

Registro No. 185344, Localización: Novena Época, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XVI, Diciembre de 2002, Página: 247, Tesis: 2a./J. 140/2002, Jurisprudencia, Materia(s): Administrativa

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA ADUANERA. LA EMISIÓN DE LA RESOLUCIÓN QUE RECAIGA A ÉSTE, FUERA DEL PLAZO DE CUATRO MESES, PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 155 DE LA LEY ADUANERA VIGENTE EN 1996 Y 153, TERCER PÁRRAFO, DEL MISMO ORDENAMIENTO, VIGENTE EN 1999 Y EN 2000, CONDUCE A DECLARAR SU NULIDAD LISA Y LLANA.  Los artículos 155 de la Ley Aduanera vigente en 1996 y 153, tercer párrafo, del mismo ordenamiento, vigente en 1999 y en 2000, disponen que, tratándose de un procedimiento administrativo en materia aduanera, en los supuestos en que el interesado no desvirtúe mediante pruebas documentales los hechos y circunstancias que motivaron el inicio del procedimiento, así como cuando ofrezca pruebas distintas, las autoridades aduaneras dictarán resolución en un plazo que no exceda de cuatro meses a partir de la fecha en que se levante el acta de embargo respectiva, determinando, en su caso, las contribuciones y las cuotas compensatorias omitidas e impondrán las sanciones que procedan. En este contexto, aun cuando los preceptos citados no establecen sanción expresa para el caso de que la autoridad no dé cumplimiento dentro del plazo previsto en la ley, tal ilegalidad ocasiona la nulidad lisa y llana de aquella resolución, en términos de la fracción IV del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación, ya que estimar lo contrario implicaría que las autoridades pudieran practicar actos de molestia en forma indefinida, quedando a su arbitrio la duración de su actuación, lo que resulta violatorio de la garantía de seguridad jurídica prevista en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como de lo dispuesto en los preceptos de la Ley en mención que delimitan temporalmente la actuación de dicha autoridad en el entendido que al decretarse tal anulación, la consecuencia se traduce no sólo en el impedimento de la autoridad para reiterar su acto, sino también trasciende a la mercancía asegurada pues ésta deberá devolverse. No obsta a lo anterior, el contenido de la tesis de jurisprudencia 2a./J. 41/2000, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XI, mayo de 2000, página 226, ya que se refiere a la hipótesis en que la autoridad cumplimenta fuera del plazo de cuatro meses una sentencia del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa que declara la nulidad de un acto administrativo, mientras que el supuesto antes plasmado alude al caso en que la autoridad aduanera omite resolver la situación del particular en un procedimiento administrativo en materia aduanera, dentro de un plazo de cuatro meses contados a partir del levantamiento del acta de embargo.

Contradicción de tesis 107/2002-SS. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado del Octavo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito. 15 de noviembre de 2002. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: José Vicente Aguinaco Alemán. Secretaria: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes.

Tesis de jurisprudencia 140/2002. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintidós de noviembre de dos mil dos.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 41/2000 citada, aparece publicada con el rubro: "SENTENCIA DE NULIDAD FISCAL PARA EFECTOS, EL CUMPLIMIENTO FUERA DEL TÉRMINO LEGAL DE CUATRO MESES PREVISTO EN EL ARTÍCULO 239, ANTEPENÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO OCASIONA LA ILEGALIDAD DE LA RESOLUCIÓN DICTADA POR LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA EN ACATAMIENTO DE ELLA.
Por tanto, es procedente y así se solicita a esa H. Autoridad, revoque la resolución revisada, al haberse emitido fuera del plazo establecido para ello en la fracción IV del artículo 53-B del Código Fiscal de la Federación, contraviniendo lo establecido en la fracción IV del artículo 38 del Código Fiscal de la Federación, en relación directa con el artículo 16 Constitucional.

CUARTA. Conforme al artículo 36, tercer párrafo del Código Fiscal de la Federación, se prevé la facultad de revisar las resoluciones administrativas de carácter individual no favorables a un particular; cuando se demuestre que la resolución se hubiera emitido en contravención de las disposiciones fiscales, siempre que los contribuyentes no hubieran interpuesto medio de defensa y hubiere trascurrido el plazo para presentarlo, y sin que haya prescrito el crédito fiscal. 
Para mayor precisión, en la parte que nos interesa se trascribe en artículo de referencia: 

“Artículo 36.-…
Las autoridades fiscales podrán, discrecionalmente, revisar las resoluciones administrativas de carácter individual no favorables a un particular emitidas por sus subordinados jerárquicamente y, en el supuesto de que se demuestre fehacientemente que las mismas se hubieran emitido en contravención a las disposiciones fiscales, podrán, por una sola vez, modificarlas o revocarlas en beneficio del contribuyente, siempre y cuando los contribuyentes no hubieren interpuesto medios de defensa y hubieren transcurrido los plazos para presentarlos, y sin que haya prescrito el crédito fiscal.

…”
Ahora bien, del análisis a la referida disposición, se observa que ésta establece como un requisito para acceder a la reconsideración administrativa, que el contribuyente no haya interpuesto medio de defensa en contra de la resolución cuya reconsideración pretenda; sin embargo, la expresión “no hubiere interpuesto medio de defensa” no debe entenderse necesariamente como que el contribuyente no la haya impugnado a través de los medios de defensa con que cuenta para ello, sino en el sentido de que aun y cuando la haya impugnado, no exista un pronunciamiento en cuanto a la ilegalidad o invalidez del acto impugnado por parte de la autoridad administrativa, judicial o jurisdiccional que la modifique y que además tal pronunciamiento se encuentre firme. En ese sentido, si el medio de defensa interpuesto se desechó, declaró improcedente o se sobreseyó, es innegable que la resolución impugnada quedó intocada y por tanto es susceptible de ser sometida a revisión administrativa.

Al respecto se inserta el siguiente Criterio Sustantivo 21/2018/CTN/CS-SASEN, de la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente, aprobado en la 5ta. Sesión Ordinaria de fecha 01 de junio de 2018, mismo que a la letra señala:

21/2018/CTN/CS-SASEN (Aprobado 5ta. Sesión Ordinaria 01/06/2018) 

RECONSIDERACIÓN ADMINISTRATIVA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 36 DEL CFF. SUPUESTO EN EL QUE RESULTA PROCEDENTE AUN Y CUANDO LA RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA HAYA SIDO IMPUGNADA. El tercer párrafo del artículo 36 del Código Fiscal de la Federación (CFF), establece que las resoluciones administrativas de carácter individual no favorables emitidas a un particular, pueden ser revisadas discrecionalmente por la autoridad fiscal y en el supuesto de que se demuestre que fueron emitidas en contravención a las disposiciones fiscales, podrán por una sola vez modificarlas o revocarlas; lo anterior, siempre y cuando los contribuyentes que la soliciten no hayan interpuesto algún medio de defensa en su contra y hubieren transcurrido los plazos para presentarlo, sin que haya prescrito el crédito fiscal. Ahora bien, del análisis a la referida disposición, se observa que ésta establece como un requisito para acceder a la reconsideración administrativa, que el contribuyente no haya interpuesto medio de defensa en contra de la resolución cuya reconsideración pretenda; sin embargo, en opinión de esta Procuraduría, la expresión “no hubiere interpuesto medio de defensa” no debe entenderse necesariamente como que el contribuyente no la haya impugnado a través de los medios de defensa con que cuenta para ello, sino en el sentido de que aun y cuando la haya impugnado, no exista un pronunciamiento en cuanto a la ilegalidad o invalidez del acto impugnado por parte de la autoridad administrativa, judicial o jurisdiccional que la modifique y que además tal pronunciamiento se encuentre firme. En ese sentido, si el medio de defensa interpuesto se desechó, declaró improcedente o se sobreseyó, aunado a que la contribuyente con posterioridad se desistió del amparo interpuesto en contra de la decisión del Tribunal, adquiriendo firmeza este último, es innegable que la resolución impugnada quedó intocada y por tanto es susceptible de ser sometida a revisión administrativa. 

Criterio sustentado en: Consulta número PRODECON/SASEN/DGEN/II/218/2017

Por lo que, a fin de dar cumplimiento a la condicionante establecida por la norma, si bien es cierto el ________________ mi representada interpuso recurso de revocación en contra de la resolución contenida en el oficio número ________________ de ________________, emitida por ________________, a través de la cual se determinó un crédito fiscal por concepto de Impuesto al Valor Agregado omitido en su carácter de Retenedor, actualización, recargos, multas y agravantes, por la cantidad total de $________________; también lo es, que mediante oficio ________________ de fecha ________________, la ________________ desechó el Recurso de Revocación por extemporáneo, por lo tanto, resulta procedente la admisión de la reconsideración administrativa que a través de esta vía se solicita.
A continuación ofrezco las siguientes pruebas que se relacionan con todos y cada uno de los antecedentes, consideraciones y manifestaciones vertidas en el presente escrito.

P R U E B A S

I. Copia de mi Identificación Oficial expedida por el Instituto Nacional Electoral, con clave de elector ________________
II. Instrumento Notarial Número ________________ pasado ante la fe del Notario Público Número ________________.
III. Resolución contenida en el oficio número ________________ de ________________, emitida por la ________________.
IV. Resolución provisional contenida en el oficio número ________________ de fecha ________________, emitida por ________________.
V. Preliquidación número ________________ de ________________, emitida por ________________.

VI. Declaración Provisional o Definitiva de Impuestos Federales, normal correspondiente al periodo de ________________, presentada el ________________.

VII. Declaración Informativa de Operaciones con Terceros normal correspondiente al periodo de ________________, presentada el ________________.

VIII. Declaración Informativa de Operaciones con Terceros complementaria correspondiente al periodo de ________________, presentada el ________________.
IX. Comprobante Fiscal Digital por Internet con número de folio fiscal ________________, de fecha ________________.

X. Comprobante Fiscal Digital por Internet con número de folio fiscal ________________, de fecha ________________.

XI. Estado de cuenta, emitido por ________________, correspondiente al número de cuenta ________________, del periodo de ________________.
XII. Estado de cuenta, emitido por ________________, correspondiente al número de cuenta ________________, del periodo de ________________.

XIII. Resolución de ________________ contenida en el oficio ________________, emitida dentro del recurso de revocación en línea No. ________________.
XIV. Informe presentado ante la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente el ________________, contenida en el oficio número ________________, emitido por la ________________.
XV. El expediente administrativo del cual emana la resolución a que nos venimos refiriendo, con fundamento en la fracción X del artículo 2 de la Ley Federal de los Derechos del Contribuyente.
Por lo anteriormente expuesto, a esa H. Autoridad pido se sirva atender las siguientes:

P E T I C IO N E S 
PRIMERO.- Se tenga por presentada solicitud de Revisión Administrativa en términos de lo dispuesto por el artículo 36, tercer párrafo del Código Fiscal de la Federación, así como aportadas las pruebas descritas en el apartado correspondiente.

SEGUNDO.- Sea revocada la contenida en el oficio número ________________ de ________________, emitida por la ________________, por el cual se determinó un crédito fiscal por concepto de ________________, por la cantidad total de $________________, por las razones expuestas en el cuerpo del presente escrito.

A T E N T A M E N T E 
________________________________
 (Nombre y firma del contribuyente o 
del representante legal según sea el caso)
22

